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RESOLUCION N° 700/07       

 

  En Buenos Aires, a los 22 días del mes de 

noviembre del año dos mil siete, sesionando en la S ala de 

Plenario del Consejo de la Magistratura del Poder 

Judicial de la Nación “Dr. Lino E. Palacio”, con la  

Presidencia del Dr. Pablo M. Mosca, los señores 

consejeros presentes, y 

 

  VISTO: 

  El expediente 499/05, caratulado “Expte. CAJ N° 

63/05 s/ Remite informe en auditoria en Juz. Fed N°  1 de 

Santa Fe”, del que 

 

  RESULTA: 

  I. Estas actuaciones tienen su origen en la 

presentación efectuada por el Subsecretario Legal d el 

Ministerio de Economía y Producción, Osvaldo Sisele s, por 

la que se puso en conocimiento del Presidente de es te 

Consejo la existencia de supuestas irregularidades que se 

habrían producido en el juzgado mencionado. 

Concretamente, Siseles acompañó un informe de la 

Dirección General de Asuntos Jurídicos de ese organ ismo, 

en el que se mencionan las imputaciones objeto de e sta 

investigación. 

  Las  faltas señaladas por la Subsecretaria de 

Asuntos Legales del Ministerio de Economía se refie ren al 

dictado de medidas cautelares en causas referidas a  

tenencias de títulos públicos adquiridos con 

posterioridad  al diferimiento de pagos de la deuda  

soberana, con fundamento en las excepciones consagr adas 

por las leyes presupuestarias. El organismo present ante 

explicó que tales medidas resultaron “indebidas” po r 

cuanto existiría un “enriquecimiento sin causa de l os 

accionantes, que derivó de adquirir bonos con 
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posterioridad al 31-01-01, a bajo valor de mercado,  para 

luego obtener el dictado de medidas precautorias qu e 

posibilitaran su recupero a valor del dólar en el m ercado 

libre de cambios” (fs. 3 vta.). También advirtieron  que 

tales medidas afectaron las rentas públicas, se oto rgaron  

con caución juratoria, dando  plazos de 72 horas pa ra su 

cumplimiento, que el tribunal ordenaba el pago sin más 

trámite. Los recursos se concedían a un solo efecto , se 

demoraban las elevaciones a cámara, y se imponían 

elevados astreintes contra el Estado. 

  II. Frente a ello, el entonces  Presidente de 

este Consejo de la Magistratura, con la conformidad  de la 

Comisión Auxiliar de Coordinación de Labor, dispuso  la 

realización de la auditoria que dio origen a estas 

actuaciones (resolución 456/05). Es así que la Secr etaría 

de Auditores Judiciales, presentó un informe prelim inar 

que completó con otro de fecha 13 de febrero de 200 6 con 

relación a los expedientes que fueron individualiza dos en 

la denuncia.  

  De dicho informe se desprende que en las causas  

mencionadas, en trámite en el Juzgado Federal Nº 1 de 

Santa Fe, los actores solicitaban medidas cautelare s, 

invocando razones de urgencia relativa a la salud y  a la 

edad avanzada de los reclamantes, aún cuando en tod os los 

casos los títulos fueron adquiridos con posteriorid ad a 

la declaración de cesación de pagos – 24 de diciemb re de 

2001- y al dictado de las normas cuya constituciona lidad 

se atacaba. 

  Según explica el informe, el Juez Rodríguez 

hizo lugar a dichas medidas y ordenó al Estado a qu e 

“abstenga de pesificar los bonos y que deposite en la 

cuenta de los actores las sumas correspondientes al  

capital, amortización y/o rentas e intereses origin ados 

por ellos. En algunos casos, incluso se llegó a imp oner 
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astreintes al demandado a efectos de que diera 

cumplimiento a la cautelar” (fs. 46). 

  Por otra parte, también destaca que luego, a 

pesar de que el Estado Nacional informó que se trat aban 

de bonos adquiridos con posterioridad a la cesación  de 

pagos, el Juez Rodríguez dictó sentencia definitiva , 

haciendo lugar a las demandas, por lo que el Estado  debía 

abonar la totalidad nominal en la moneda de origen con 

más sus intereses. 

  Los auditores señalaron que ni los abogados, 

que patrocinaron a los demandantes ni los médicos, que 

expidieron los certificados pertenecían a la jurisd icción 

del juzgado. En ese sentido, mientras los informes 

médicos correspondían a profesionales de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires o de la Provincia de Bueno s 

Aires, los abogados serían integrantes de los coleg ios de 

abogados de La Plata, Lomas de Zamora y de la Ciuda d 

Autónoma de Buenos Aires. 

  Tampoco serían verdaderos los domicilios reales 

de los accionantes, según expusieron los auditores.  

Concretamente, en el caso “Zella” el domicilio allí  

denunciado corresponde al Colegio de Farmacéuticos de la 

Provincia de Santa Fe. 

  Finalmente, señala que el Ministerio de 

Economía y Producción efectuó las correspondientes 

denuncias penales por los hechos aquí investigados.  

  III. Estas actuaciones fueron abiertas a prueba  

y en ellas declaró el Juez Rodríguez en forma espon tánea, 

y luego en los términos del  artículo 9 del Reglame nto de  

la entonces Comisión de Acusación.   

 

  CONSIDERANDO: 

  1º) Que las imputaciones formuladas por el 

denunciante se refieren exclusivamente a la valorac ión 

que el Dr. Reinaldo Rubén Rodríguez, como Juez Fede ral de 



 4 

Santa Fe, ha realizado al momento de conceder medid as 

cautelares en las causas referidas.  

  En primer lugar cabe señalar que este Consejo 

de la Magistratura no puede adentrarse en la 

consideración de cuestiones de interpretación, ya q ue son 

materia propia de decisión de los Tribunales de Jus ticia. 

Lo contrario vulneraría peligrosamente la independe ncia 

que todo juez debe poseer en el ejercicio de la 

magistratura, su cauce correctivo, en caso de error  es a 

través de las vías recursivas previstas en la norma tiva 

procesal y no constituye por sí solo causal de mal 

desempeño que justifique su acusación. 

  En la Causa 3/1999, con relación a la 

independencia del juzgado y el contenido de las 

sentencias, el Jurado de Enjuiciamiento de Magistra dos de 

la Nación, ha dicho: “…Por su parte, la ley 24.937 de 

Organización y Funcionamiento del Consejo de la 

Magistratura y el Jurado de Enjuiciamiento, modific ada 

parcialmente por la l24.939 (t.o. decreto 16/1999),  

dictada por mandato constitucional (art. 115), en s u art. 

14 apartado B, expresa que queda asegurada la garan tía de 

independencia de los jueces en materia del contenid o de 

las sentencias. Más allá de la ubicación del art. 1 4, 

apart. B, de la ley citada, incluida respecto del 

ejercicio de potestades disciplinarias, resulta evi dente 

que tal precepto cobra mayor vigor cuando se trata de la 

remoción de un magistrado, puesto que si sus decisi ones 

jurídicas no pueden ser valoradas para sancionarlo,  menos 

aún podrían constituir una causal de remoción. De s er así 

se afectaría la garantía de inamovilidad de los jue ces 

que es condición primaria y esencial de tal indepen dencia 

del Poder Judicial y de la administración de justic ia 

imparcial, así como un elemento imprescindible de l a 

forma republicana de gobierno (conf. Doctrina de es te 

Jurado en el caso “Dr. Víctor Hermes Brusa s./pedid o de 
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enjuiciamiento”, 30 de marzo de 2000, consid. 28, i n 

fine).” 

  “5°) Que la independencia del órgano judicial 

tiene su expresión más acabada en el plano funciona l en 

el ejercicio estricto de la potestad jurisdiccional  y en 

el respeto a la libre determinación del juez” (del mismo 

Fallo del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados d e la 

Nación). 

  2º) Que el Jurado de Enjuiciamiento de 

Magistrados del Poder Judicial de la Nación, sostuv o la 

imposibilidad de analizar el contenido de sentencia s, 

cuando las mismas se sustentan en doctrinas o 

convicciones válidas ante la lógica racional y real izando 

el concepto de legalidad material. 

  No nos encontramos ante la situación que un 

magistrado, ante la letra incuestionable de la ley o ante 

su espíritu, aplicó un criterio distinto al persegu ido 

por la propia sociedad al dictar esas reglas de con ducta. 

Tampoco nos encontramos ante un caso en el que el j uez 

haya considerado más valiosos sus opiniones persona les 

para dar fuerza y sustento a sus razonamientos jurí dicos 

ante lo verdaderamente buscado por la ley. El juez actuó 

de buena fe, sin comprometer su idoneidad moral y s in 

interés de beneficiar a una de las partes del litig io. 

  No puede dejar de advertirse al respecto que en 

las causas “Bugnard”, “Armando” y “Ciaccio” el Esta do 

Nacional no apeló las medidas cautelares, y en los autos 

“Cardozo”, el recurso interpuesto fue declarado des ierto 

por aplicación de la sanción prevista en el artícul o 250 

del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  

  En tal marco, cabe considerar que la denuncia 

efectuada intenta erigir a este Cuerpo como una ins tancia 

de revisión, ante la inactividad del demandado en a lgunos 

casos y su disconformidad con el criterio adoptado por el 

magistrado, en todos. Ello es precisamente el objet o que 
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tienen los recursos procesales dentro del ordenamie nto 

procesal vigente y que responde a la independencia con 

que todo magistrado debe resolver las cuestiones a ellos 

sometidas. 

  En efecto, las decisiones de los jueces 

contienen a veces una dosis mayor o menor de opinab ilidad 

la cual, más allá de la amplitud o rigidez de crite rio 

empleado, y del grado de discrepancia que pueda 

observarse, no debe ser considerada, siempre y sin más, 

como una manifestación de mal desempeño o de delito  en el 

ejercicio de la función. 

  Ha dicho este Consejo que “la mera discrepancia 

con lo resuelto en los estrados judiciales no const ituye 

fundamento ni causa valedera para acusar a los 

magistrados ante este cuerpo”, ya  que “los asuntos  de 

naturaleza procesal son ajenos a la competencia de este 

Consejo y solo pueden ser examinados y revisados me diante 

los recursos previstos en la legislación procesal 

(Dictámenes 109/2002, 10/2005 y 16/2005) y “las 

facultades disciplinarias del Consejo encuentran lí mite 

en lo estrictamente administrativo y, por ende, le está 

vedado inmiscuirse en la actividad jurisdiccional, puesto 

que aquéllas apuntan a que se “logre disciplina en el 

cumplimiento de reglas ordenatorias para la 

administración del universo de conflictos, no para la 

decisión de un conflicto determinado ni, 

consecuentemente, para imprimir una determinada lín ea a 

los actos procesales”, ya que lo contrario, “signif icaría 

cercenar el principio de independencia de los juece s en 

cuanto al contenido de sus sentencias” (conf. Resol ución 

CMPJN Nº 477/2005 del 27/10/2005) el que se encuent ra 

especialmente asegurado por el artículo 14 de la le y 

24.937. 

  Asimismo, el Jurado de Enjuiciamiento mantuvo 

“15°) Que asimismo, según el Alto Tribunal, cualqui era 
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sea el acierto o el error de las resoluciones objet adas, 

ello deberá ser establecido dentro de los cauces 

procedimentales y por el juego de los recursos que la ley 

suministra a los justiciables. En este orden de ide as, 

resulta impensable que la potestad política que sup one el 

juzgamiento de la conducta de los jueces esté habil itada 

para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de ésto s y 

formular juicios al respecto (Fallos 300:1326 y, en  forma 

concordantes, Fallos 277:52, 278:34, 302:102, 303:6 95)” 

(Causa 3/1999 del Jurado de Enjuiciamiento de Magis trados 

de la Nación). 

  3º) Que teniendo en cuenta que en los últimos 

tiempos han surgido numerosos cuestionamientos cont ra 

magistrados relacionados por su actuación con las l eyes 

de emergencia, dictadas a partir del denominado 

“corralito financiero”, se hace necesario precisar que el 

caso de autos se encuentra diferenciado sustancialm ente 

del precedente “Terán”, donde este Consejo y el Jur ado de 

Enjuiciamiento resolvieron acusar y destituir al Ju ez. 

  Así, luego de notificarle el estado nacional a 

S.S. que la adquisición de los bonos había ocurrido  con 

posterioridad a la fecha de la postergación de pago s, 

mientras que el Juez Terán no sustanció el entuerto  y 

solamente proveyó “Téngase presente”, en forma 

diametralmente distinta el Juez Reinaldo Rodríguez ordenó 

esclarecer la circunstancia y en consecuencia corre rles 

traslado. Luego de esto, contestaron los amparistas  al 

Juez alegando e insistiendo en su petición, con bas amento 

en la inconstitucionalidad de las leyes de emergenc ia. 

Recién luego, aclarado por al actora que su amparo no se 

sustentaba en las excepciones legales el magistrado  

resolvió la cuestión según su saber del derecho apl icable 

al caso, declarando la inconstitucionalidad de las leyes 

de emergencia como había sido siempre su criterio, 

conforme lo ha comprobado la auditoria realizada. 
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  Asimismo, el estado de salud de los actores en 

las causas tramitadas ante el Juzgado Federal de Sa nta Fe 

fue acreditado con certificados médicos contemporán eos al 

inicio de la demanda, adjuntándose además otras pru ebas 

documentales para sostener el grave estado de salud  de 

los amparistas. Además, en cuanto a la modalidad de l 

cumplimiento de la medida, el Dr. Rodríguez identif icó 

los bonos con su tipo, cantidad, número de cuenta y  

certificado de cuenta pertinente. 

  4º) Que más allá aún, y teniendo presentes las 

sensibles diferencias que existieron entre el caso 

“Terán” y el caso que nos ocupa, se comparte la doc trina 

elaborada por el Jurado de Enjuiciamiento en el cas o 

“Terán” mediante el voto de la minoría del Dr. Raúl  

Zaffaroni. 

  Allí se ha dicho que “6°) Que el acierto o 

error de la resolución que hizo lugar a la medida 

cautelar innovativa es materia reservada a las inst ancias 

judiciales competentes, al igual que el criterio qu e el 

juez haya sostenido respecto de la constitucionalid ad de 

la normativa impugnada, toda vez que a este Jurado 

corresponde juzgar “institucional y administrativam ente 

la inconducta o la incapacidad de los jueces, pero no la 

dirección de sus actos o el criterio que informa su s 

decisiones en la interpretación de la ley” (Carlos 

Sánchez Viamonte, Manual de Derecho Constitucional,  Bs. 

As., 1959, pág. 280) (voto del Dr. Eugenio Raúl Zaf faroni 

en el caso “ Terán”)” 

  Asimismo, y no obstante la profunda diferencia 

del temperamento procesal que tuvieron ambos magist rados 

antes la puesta en conocimiento de la fecha de 

adquisición de los bonos efectuada por el Estado 

Nacional, se dijo en el caso Terán (voto de la mino ría” 

que “8º) (...) Que los proveídos del Dr. Terán en 

respuesta a la primera y segunda presentación de lo s 
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abogados del Ministerio de Economía, se adecuan sin  

reticencias a la naturaleza provisoria de las medid as 

cautelares y de lo allí decidido no surge que haya sido 

“funcional” a la perpetración de maniobras en perju icio 

del Estado. Sin duda que en este sentido no debe 

entenderse por “funcionalidad” la mera causalidad c omo 

puro requisito imputativo objetivo, sino que deberí a 

mediar un defecto subjetivo que permitiese la imput ación 

y que no obedeciese al criterio jurídico del magist rado, 

es decir, intencionalidad o negligencia, lo que no se 

acredita respecto de este cargo con la prueba de au tos.” 

  5º) Que las imputaciones formuladas por el 

denunciante se refieren exclusivamente a la valorac ión 

que el Dr. Reinaldo Rubén Rodríguez como Juez Feder al de 

Santa Fe, ha realizado al momento de conceder medid as 

cautelares contra el estado nacional en las causas 

referidas. 

  A continuación se hará una reseña de los cargos 

que se le formulan al Dr. Reinaldo Rubén Rodríguez,  los 

cuales pueden sintetizarse de la siguiente forma: 

  I.- Desconocimiento del derecho en orden a la 

legislación vigente en materia de emergencia y 

pesificación respecto de los títulos públicos emiti dos 

por el Estado Nacional.  

  Se imputa al Dr. Reinaldo Rubén Rodríguez un 

desconocimiento del derecho en orden a la legislaci ón 

vigente en materia de emergencia y pesificación res pecto 

de los títulos públicos emitidos por el Estado Naci onal, 

por cuanto en las resoluciones que otorgaron las me didas 

cautelares en las nueve causas analizadas, dicho 

magistrado no analizó si la Resolución 73/2002 del 

Ministerio de Economía y las leyes de presupuesto 2 5.827, 

25.967 y 26.078 tenían alguna aplicación o si había n 

producido efecto jurídico alguno sobre la relación 
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jurídica existente entre el amparista y el Estado 

Nacional. 

  En este sentido se entiende que no existe dicho 

desconocimiento desde que, y del análisis de los 

decisorios que se cuestionan, surge que el Dr. Rodr íguez 

al resolver como lo hizo dispuso “suspender la apli cación 

del Decreto Nº 471/02, y las demás normas mencionad as en 

el libelo introductorio”, entre las que se encontra ban 

las referidas leyes y resoluciones ministeriales, l o que 

se desprende de la lectura de las demandas incoadas , las 

que cuestionan la validez constitucional de la tota lidad 

de la normativa dictada con relación a los títulos de la 

deuda pública, entre ellas, la ley 25.827. 

  Debe tenerse presente que conforme palabras de 

la Corte Suprema de Justicia de la Nación “Si bien los 

jueces no pueden declarar la inconstitucionalidad d e la 

ley en abstracto, es decir, fuera de una causa conc reta 

sometida a su juzgamiento, de ello no se desprende que 

necesariamente la parte interesada deba requerir en  forma 

expresa el control de constitucionalidad, ya que és te 

constituye una cuestión de derecho ínsita en la fac ultad 

de los jueces que se resume en el antiguo adagio ro mano” 

iuria novit curia” y que incluye el deber de manten er la 

supremacía de la Constitución” (Fallos 321:993) y q ue 

“Puede el juez, a los efectos de subsumir la contro versia 

en el marco jurídico que corresponde, determinar la  ley 

más allá de lo planteado por las partes, por el pri ncipio 

de “iuria novit curia” (Fallos 317:182). 

  El argumento acusatorio referido a la fecha de 

adquisición de los bonos por parte de los amparista s con 

posterioridad a la fecha de diferimiento de pagos, ha 

sido suficientemente fundado por el Dr. Reinaldo 

Rodríguez en función de su criterio conforme el cua l no 

resultaba relevante, a los fines del análisis de la  

constitucionalidad de las normas cuestionadas dicha  
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circunstancia, desde que los títulos, por su natura leza, 

poseen la aptitud legal de la circulación, esto es,  su 

transferencia a futuros tenedores a través de su 

adquisición en el mercado y, así, que corresponde a  la 

propia naturaleza de los bonos en cuestión su carác ter de 

transferible o negociable en los mercados, y al 

concertarse un negocio sobre ellos, quien adquiere los 

títulos coloca en su cabeza también todos los derec hos y 

las acciones que le son propias; en el caso, oponer se a 

la pesificación de los mismos exigiendo el cumplimi ento 

irrestricto de la obligación asumida por el Estado 

Nacional al emitirlos. 

  A mayor abundamiento, del propio certificado 

que obra como base del reclamo amparistico, lo que sí se 

desprende es la fecha de su expedición, es decir, d e su 

confección la que en todos los casos muestra a los 

actores al inicio de las demandas como titulares de  una 

determinada cantidad de títulos de la deuda pública . 

  Respecto a la falta de acatamiento por parte 

del Dr. Rodríguez de la jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, cabe tan solo ind icar 

que el magistrado acusado ha hecho referencia al mi smo al 

momento de fallar en definitiva sosteniendo que las  

resoluciones de dicho Tribunal solo deciden el caso  

concreto sometido a su fallo y no obligan legalment e sino 

en él, y que si bien hay un deber moral de los juec es 

inferiores de conformar sus decisiones a los fallos  de la 

Corte Suprema, el se funda principalmente en la 

presunción de verdad y justicia que a sus doctrinas  da la 

sabiduría e integridad de los Magistrados que la 

componen, y tiene por objeto evitar recursos inútil es, 

sin que ello sustraiga a los jueces la facultad de 

apreciar cuando a su juicio no sean conformes a los  

preceptos claros del derecho, porque ningún tribuna l es 
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infalible y no faltan precedentes de que aquellos h an 

vuelto contra resoluciones anteriores en casos anál ogos. 

  En este razonamiento, el máximo tribunal ha 

decidido que  “29°) … la propia Corte Suprema de Ju sticia 

de la Nación, que afirma que los jueces de instanci as 

inferiores tienen el deber de conformar sus fallos a los 

de ese Tribunal en cuanto “tienen autoridad definit iva 

para la justicia de la República”, admite que este deber 

no importa la imposición de un puro y simple acatam iento 

de la jurisprudencia de la Corte sino el reconocimi ento 

de la autoridad que le inviste y, en consecuencia, la 

necesidad de controvertir sus argumentos cuando se 

aparten de dicha jurisprudencia al resolver las cus as 

sometidas a su juzgamiento” (Fallos 312:2007 y la 

jurisprudencia allí citada). El Alto Tribunal prese rva, 

de tal modo, la esencia básica del sistema jurisdic cional 

que rige en nuestro país, diseñado desde la perspec tiva 

de un control de constitucionalidad difuso y del am paro 

de la libertad de juzgamiento, principio este últim o que 

no olvidó el legislador al excluir el contenido de las 

sentencias como hipótesis de mal desempeño de los 

magistrados federales” (Jurado de Enjuiciamiento de  

Magistrados de la Nación, Causa 3/1999). 

  Respecto de la diferencia de criterio que se 

menciona con relación a la concesión de medidas 

cautelares en los distintos expedientes, entiendo q ue en 

los autos que menciona “Frabotta”, “Silva”, “Almiró n” y 

“Migone” los actores no se encontraban en las situa ciones 

que aparecen esgrimidas y verificadas en los autos 

“Zella”, “Bugnard”, “Ciaccio”, “Burdese”, “Cardozo” , 

“Acosta”, “Cosmelli”, “Armando”, “Zalazar”-, siendo  así 

distinto el presupuesto de hecho sobre el cual deci dió el 

magistrado, esto es, no se verificaban como en esto s 

últimos los extremos de un real y efectivo peligro en la 

demora. 
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  No puede dejar de advertirse que en todos los 

expedientes, aún los anteriores mencionados, y que fueron 

objeto de análisis e investigación, el Dr. Rodrígue z ha 

dictado sentencia definitiva con un criterio unifor me, 

esto es, haciendo lugar al reclamo de todos los 

amparistas declarando la inconstitucionalidad de la  

normativa impugnada y ordenando al Estado Nacional a 

cumplir con las obligaciones oportunamente contraíd as en 

la forma en que fueron asumidos los compromisos. 

  II.- La adopción de criterios arbitrarios en 

causas respecto de la constitucionalidad de la cesa ción 

de pagos dictada con relación a los títulos público s 

emitidos por el Estado Nacional.  

  Se acusa al magistrado Dr. Reinaldo Rubén 

Rodríguez una conducta parcial y tendenciosa con la  

finalidad de favorecer a una parte en el pleito. 

  Es dable sostener que en definitiva, el objeto 

de un proceso judicial es decidir quién de los 

contendientes tiene razón conforme a derecho; y en el 

caso del dictado de medidas cautelares, no puede de jar de 

advertirse que, como resulta de su misma naturaleza  y en 

palabras de la Corte Suprema de Justicia de la Naci ón, 

“ellas no exigen el examen de la certeza sobre la 

existencia del derecho pretendido, sino sólo de su 

verosimilitud, ya que el juicio de verdad en la mat eria 

se encuentra en oposición a la finalidad del instit uto 

cautelar” (cf. Fallos 318 , P. 532 entre otros). 

  “35°) Que, en referencia a la medida cautelar, 

cuadra señalar que la garantía jurisdiccional alude  a la 

obligación del Estado de asegurar a los ciudadanos el 

acceso a una jurisdicción efectiva. Es que, como se ñaló 

Joaquín  V. González, “Las garantías constitucional es son 

todas aquellas seguridades y promesas que ofrece la  

Constitución al pueblo argentino, y a todos los hom bres, 

de que sus derechos generales y especiales han de s er 
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sostenidos y defendidos por las autoridades y por e l 

pueblo mismos…” y, parece claro que resultaría ilus orio 

hablar de “garantía jurisdiccional” si los actos qu e la 

concretan carecieran de efectividad, como también q ue 

constituye un error pretender escindir estos actos que 

aseguran la efectividad de la garantía misma. (Gonz ález, 

Joaquín V., Manual de la constitución argentina, Es trada, 

Buenos Aires, 1971, p.102). En tanto uno de los 

principales fines de la actividad cautelar consiste  en 

procurar la efectividad de la jurisdicción, no pued e sino 

concluirse que su naturaleza no es anticipo de la 

garantía jurisdiccional sino una de sus expresiones  

típicas.” (Fallo citado). 

  En el Considerando 39°) de la Resolución 

citada, el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la 

Nación, amplía más aún los argumentos que sostienen  esta 

disidencia: “Que los caracteres y presupuestos que la 

doctrina y, más tarde, la legislación procesal han 

señalado para su procedencia, son la derivación raz onada 

de la esencia de dicha función: se ordenan sin oír 

previamente a la parte contraria, son provisionales  y 

están subordinadas a la concurrencia de ciertos rec audos. 

Por un lado, la verosimilitud del derecho invocado (fumus 

bonis iuris), que no importa una certeza absoluta s ino la 

apariencia de ese derecho y no requiere la prueba 

terminante y plena sino la probabilidad razonable d e que 

ese derecho existe. Por otra parte, el denominado p eligro 

en la demora (periculum in mora), que contempla la 

posibilidad de que por el transcurso del tiempo la 

ejecución de la sentencia definitiva se torne inefi caz o 

imposible. La presencia de este último presupuesto se 

constituye en la base de las medidas cautelares, pu esto 

que la función de éstas nace en la relación que se 

establece entre dos términos: la necesidad de que l a 

providencia, para ser prácticamente eficaz, se dict e sin 
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retardo, y la falta de aptitud del proceso ordinari o para 

crear sin retardo una providencia definitiva. El te rcer 

presupuesto es la contracautela, regulada en el art . 199 

del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación,  que 

se distingue de los dos anteriores porque ya o se v incula 

a la idea de riesgo como integrativa de la esencia de la 

actividad cautelar, sino que alude a la seguridad 

resultante de la debida audiencia y la eventual 

responsabilidad por los daños y perjuicios que la m edida 

pudiese ocasionar. Tal distinción permite la admisi ón de 

medidas cautelares sin contracautela, como en los c asos 

que expresamente autoriza el art. 200 del Código 

adjetivo, o con contracautela atenuada, como en el 

supuesto de la caución juratoria. Es evidente, en t odo 

caso, que este instituto guarda referencia con las 

consecuencias de índole patrimonial que pudiesen re sultar 

de la concesión de la medida cautelar (conf. Art. 1 99 del 

Código Procesal Civil y Comercial de la Nación…” 

  Nada impedía al magistrado solicitar caución 

juratoria, y si bien tal solicitud puede resultar 

opinable, esto solo constituye una diferencia de cr iterio 

sin poder motivar acusación alguna.  

  Por tanto la libre determinación de criterio 

constituye una zona de reserva del Poder Judicial e n la 

función de juzgar, y avanzar en ese sentido signifi caría 

el riesgo de no poder deliberar según su conciencia . 

  III.- Negligencia grave en el análisis y la 

ponderación de los hechos traídos para su juzgamien to, 

concretamente en lo que hace a la verificación de l os 

requisitos de verosimilitud del derecho y peligro e n la 

demora necesarios para el dictado de medidas cautel ares.  

  En tal tópico, cabe entender que no corresponde 

reproche alguno. El magistrado se encontró al momen to de 

decidir, con actores de avanzada edad y grave estad o de 

salud, allende los cuestionamientos que se han form ulado 
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con relación a las pruebas arrimadas por los actore s y 

sus letrados, en un proceso de amparo cuya naturale za 

implica un debate restrictivo. Asimismo dichos 

accionantes acreditaban al momento de interponer la s 

acciones ser titulares de determinada cantidad de t ítulos 

de la deuda pública. Resulta, así, razonable que el  Dr. 

Rodríguez haya resuelto en la forma en que lo hizo,  con 

los elementos existentes y ponderando una situación  de 

vejez o enfermedad que, entiendo, justificaban tene r por 

acreditado el peligro en la demora que importaría n o 

hacer lugar a la innovativa que pretendían. 

  Los pormenores vinculados a la conducta 

desplegada por los actores, no es achacable al magi strado 

por cuanto éste resolvió, a la luz de las constanci as de 

los autos. 

  Que por tratarse de un proceso de amparo, el 

juez no podía desplegar la herramientas procesales de un 

juicio ordinario, de modo que no le cabe reproche a lguno, 

salvo el que se sustente en otro criterio, lo que – como 

ya se ha sostenido- no puede justificar el pedido d e 

remoción. 

  Que el tribunal político no tiene potestad para 

ejercer una revisión jurídica del criterio que fund amenta 

la sentencia porque no tiene funciones jurisdiccion ales. 

  IV.- Medidas innovativas, por todo lo 

requerido, sin dejar las sumas a embargo y con 

contracautela juratoria.  

  No corresponde imputar al magistrado haber 

dispuesto las medidas innovativas por el total recl amado, 

en el entendimiento de que debió investigar cuál ha bría 

sido el monto dinerario necesario para que los acto res 

hicieran frente a sus necesidades derivadas de su 

avanzada edad o precario estado de salud. 

  Tales argumentaciones aparecen como excesivas 

para exigir a un juez en el reducido marco cognocit ivo de 
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la acción de amparo la cual, y no debe perderse de vista, 

tenía como objeto principal obtener la declaración de 

inconstitucionalidad de las normas dictadas con rel ación 

a los títulos de la deuda pública, derivándose como  

consecuencia, la entrega correspondiente de las sum as de 

dinero abonadas al momento de su adquisición. Una v ez 

más, corresponde analizar la relación piramidal ent re las 

normas que derivan de la Constitución Federal, esto  es, 

que si las normas inferiores se oponen en sus conte nidos 

a las garantías constitucionales, aquellas deben se r 

inaplicables a quien pretende el cumplimiento de un  

derecho frente a la obligación, en este caso, del E stado, 

emisor del empréstito en su oportunidad. 

  Tal el razonamiento que se desprende de los 

decisorios atacados, por lo que se entiende razonab le la 

conclusión a la que arribara en tales autos el magi strado 

denunciado. 

  Resulta de aplicación la casuística que in 

extenso se ha desarrollado en el apartado anterior.  

  V.- Negligencia grave por el mantenimiento de 

medidas cautelares aún cuando le fue informado por parte 

del Estado Nacional que los títulos objeto de la ac ción 

habían sido adquiridos en forma posterior a la cesa ción 

de pagos, con lo que habría quedado fuertemente 

relativizada la verosimilitud del derecho y el peli gro en 

la demora.  

  Con relación a dicho cargo, cabe reiterar que 

lo explicitado mas arriba ya que es de considerar q ue 

asiste razón al magistrado cuando expresa que resul taba 

irrelevante a tales fines la fecha en que los títul os en 

cuestión ingresaron al patrimonio de los amparistas . 

  Dichas argumentaciones, en el marco de una 

causa en la que se persigue la declaración de 

inconstitucionalidad de, precisamente, las normas q ue 

determinaron el diferimiento de pago y la pesificac ión de 
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tales títulos, no son suficientes para dejar sin ef ecto 

la orden dada en forma cautelar pues no lograban co nmover 

los argumentos por los cuales se resolvió que perso nas 

mayores o enfermas recibieran los pagos correspondi entes 

a los títulos que eran de su propiedad. 

  Resulta oportuno recordar que conforme el 

artículo 16 de la ley 16.986, están prohibido en la s 

acciones la amparo la articulación de incidencias, por lo 

que se vuelve insustentable el cargo formulado al 

magistrado en tal sentido. 

  Que puede ser factible que, cuando el 

magistrado ha sustentado o fundado sus decisiones e n 

interpretaciones jurídicas que no se comparten, o c uando 

un tribunal revisor revoca una decisión de primera 

instancia porque no se ha adoptado el criterio norm ativo 

adecuado, se asimile la resolución dictada a una 

manifestación de “error de derecho”. Pero existe un a gran 

diferencia conceptual entre la opinión de la instan cia 

revisora de un fallo -desde la óptica jurisdicciona l, por 

la que seguramente al revocar el criterio empleado por el 

juez de grado implica apreciar dicha interpretación  como 

errada-, de la valoración que el órgano acusador po lítico 

debe realizar para comprender que esa estructura de  

pensamiento es equivocada, y por consiguiente, pasi ble de 

acarrear una sanción política.  

  Por el contrario, en el caso en análisis, por 

más que el órgano superior haya revocado las senten cias 

definitivas por improcedentes, ellas se encuentran 

fundamentadas en una opinión jurídica, lo que impli ca una 

“cuestión opinable”.  

  Que el comportamiento del magistrado no puede 

calificarse como negligente, desde que el mismo ha 

quedado demostrado, se basa en una posible manera d e 

interpretación del derecho. 
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  VI.- Negligencia grave por falta de resolución 

oportuna de los planteos realizados por el Estado 

Nacional.  

  Cabe considerar que este cargo no debe 

prosperar en virtud de que, si bien el magistrado n o 

brindó razones para denegar los pedidos frente a un a 

situación que merecía suma prudencia por sus eventu ales 

consecuencias, sí existe un pronunciamiento expreso  

respecto de los requerimientos del Estado Nacional basado 

en la legislación vigente en materia de amparos, mo tivo 

por el cual corresponde eximir de responsabilidad a l juez 

respecto de este punto en concreto. 

  VII.- La adopción de criterios arbitrarios en 

causas respecto de la constitucionalidad de la cesa ción 

de pagos dictada con relación a los títulos público s 

emitidos por el Estado Nacional.  

  Al respecto, y achacándose al magistrado una 

actuación parcial en favor de los actores, debe 

mencionarse que conforme surge de la lectura del de scargo 

que efectuara ante la Comisión de Disciplina y Acus ación 

en los términos del artículo 9 del Reglamento aplic able, 

el Dr. Reinaldo Rubén Rodríguez en todos los expedi entes, 

aún los anteriores mencionados en estas actuaciones , que 

motivan la intervención de la Comisión y que fueron  

objeto de análisis e investigación también por la 

auditoria ordenada, ha dictado sentencia definitiva  con 

criterio uniforme declarando la inconstitucionalida d de 

la normativa impugnada y ordenando al Estado Nacion al a 

cumplir con las obligaciones oportunamente contraíd as en 

la forma en que fueron asumidos los compromisos por  

considerar, por ajustarse a derecho, que se corresp ondía 

con una correcta interpretación y aplicación de nue stra 

Constitución Federal. Tal tesitura ha sido adoptada  desde 

el año 2003, y así, resulta razonable que dicho cri terio 

informara todas las decisiones que adoptara en la m ateria 
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litigiosa que se le presentara para su resolución. Así, 

su conducta en los expedientes cuestionados no resu lta 

parcial, sino coherente y consecuente. 

  Corresponde reiterar que en su descargo, el Dr. 

Reinaldo Rubén Rodríguez explicitó las razones por las 

cuales decidió en la dirección en que lo hizo, expr esando 

los fundamentos de sus fallos y haciendo hincapié e n que 

las situaciones de edad avanzada o de enfermedad 

invocadas por los accionantes demostraban la existe ncia 

de un real y efectivo peligro en la demora, lo que 

eventualmente podría ocasionar la posibilidad de qu e la 

sentencia a dictarse no pudiera ejecutarse, no invo cando 

en ningún momento situaciones de excepciones legale s. Por 

el contrario, las circunstancias apuntadas se 

direccionaban a la comprobación en los casos de los  

requisitos que la ley ritual establece para el 

otorgamiento de medidas cautelares. 

  Por último, cabe destacar que en similar 

sentido -por no decir análogo- y en fecha 22 de jun io del 

corriente año se ha expedido la Sala 2° de la Cámar a 

Contencioso Administrativo Federal en las causas “M aset 

Antonio - Inc. Med c/ EN-Ley 25.827 Dto. 1735/04 y ot. s/ 

Amparo Ley 16.986” (Expte. Nº 25.232/05); “EN – M° 

Economía - RQU (en autos Maset Antonio) s/ Queja” ( Expte. 

Nº 2.889/06); “EN - M° Economía - RQU (Autos 972/05  

Maset) c/ EN-Ley 25.827 s/ Queja” (Expte. Nº 42.303 /05) y 

“M° Economía y P - RQU (en autos Maset Antonio) c/ EN-LEY 

25.827 Dto. 1735/04 s/ Queja” (Expte. Nº 46.858/200 5), 

que revelan un trámite procesal casi idéntico al 

transitado por los expedientes analizados con relac ión al 

magistrado hoy denunciado (v. gr. Inapelabilidad de  

resoluciones, aplicación de astreintes, pedido de 

levantamiento de medidas cautelares denegado, etc.) .  

  En dicho pronunciamiento la Sala -por voto de 

la mayoría- falló confirmando la medida cautelar y 
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señalando que la constatación de un peligro de daño  

irreparable en la demora, pide una apreciación aten ta de 

la realidad comprometida con el objeto de establece r 

cabalmente si las secuelas que llegue a producir el  hecho 

que se pretende evitar pueden restar eficacia al 

reconocimiento del derecho en juego operado por una  

posterior sentencia , y que la urgencia que en époc as de 

normalidad no se verificaría por el tiempo en que s e debe 

dictar una sentencia se configura en el presente an te la 

situación en que se encuentran quienes reclaman el 

reconocimiento de su derecho en el contexto de un 

desborde judicial. Cabe resaltar, por resultar suma mente 

relevante, que en dicho pronunciamiento, en el 

considerando 2.6 del voto de la mayoría la Sala sos tuvo 

que: “ahora bien, sin que esto implique un 

pronunciamiento definitivo acerca de la cuestión de  fondo 

planteada, con las constancias obrantes a fs. 104 y  fs. 

118 de los autos principales “prima facie” se encue ntra 

acreditada la titularidad de los BONTEs 2003, sin 

perjuicio de que dichos títulos hubieran sido 

transferidos a la Caja de Valores con fecha 18/01/0 5 

(conforme fs. 111/112) ” (la cursiva y el subrayado me 

pertenecen). 

  Causas Penales: Resulta menester hacer 

referencia a las causas penales, que tramitan por a nte el 

Juzgado Federal Nº 2 de Santa Fe, en las que según lo 

manifestado por el Subsecretario Legal del Minister io de 

Economía y Producción, Dr. Osvaldo E. Siseles se 

investiga si existió “fraude procesal”. 

  En ese sentido, se impone destacar que las 

propias afirmaciones de quien motivara el inicio de  estas 

actuaciones, tiñen a la imputación que dirigiera l Dr. 

Reinaldo Rubén Rodríguez de una seria contradicción . En 

efecto, luego de poner en conocimiento de esta sede  que 

el Ministerio de Economía y Producción había efectu ado 
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denuncias penales por los sucesos aquí investigados , al 

ser convocado en los términos del artículo 7° del 

Reglamento de la Comisión de Acusación, sostuvo el Dr. 

Osvaldo E. Siseles que en su opinión el delito que 

aparecía verificado era  “fraude procesal”. 

  Al respecto la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha señalado que en la estafa procesal es el juez 

que interviene en la contienda quien ha sido víctim a del 

error al que fue inducido ardidosamente (Fallos t. VII, 

p. 123). Por ello, se afirma que en este tipo de fr audes 

el magistrado actuante, toda vez que podría resulta r el 

sujeto pasivo del error, queda asimilado a la vícti ma 

misma (conf. Puricelli, José Luis, “Particularidade s de 

la estafa procesal”, LL 2000-F, 1161). 

  Tampoco se advierte que el estadio procesal de 

los expedientes incoados con motivo de las denuncia s 

penales oportunamente informadas en el “su examine”  pueda 

exhibirle el sentido imputativo que postula el dict amen 

acusatorio. Ya que de las certificaciones documenta das en 

el expediente sólo permiten formar criterio sobre s u 

tránsito por una etapa embrionaria del proceso (C.P .P.N., 

arts. 180 y 188). 

  Lo cierto es que de las certificaciones 

compulsadas, expedidas por la Secretaría Penal del 

Juzgado Federal Nº 2 de Santa Fe, no surge expresam ente 

que el Juez se encuentre imputado (no se ha acompañ ado 

constancia del requerimiento fiscal), y a la fecha,  no 

obstante el oficio que se le enviara a ese Tribunal , no 

existe respuesta documentada de la existencia de ta l 

requerimiento. 

  Al resultar de aplicación el principio de 

inocencia, a la fecha no puede realizarse una ponde ración 

que justifique la acusación del magistrado. 

  Que en el presente caso no se observa que la 

conducta del magistrado se aparte gravemente de las  
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normas aplicables al caso, fruto de un propósito 

prefijado ajeno al leal desempeño de la función 

jurisdiccional, orientado por la mala fe, el dolo o  la 

connivencia. De lo analizado en la comisión de Acus ación, 

y de las explicaciones brindadas por el magistrado,  no se 

puede concluir que la intención del magistrado resp ondió 

a motivaciones ilegítimas, que tradujeron una pérdi da de 

imparcialidad. No se observa, ni de los pronunciami entos 

atacados en el proyecto de acusación, ni en el cont enido 

de los propios resolutorios, ni en las conductas de l 

magistrado exteriores a las propias sentencias, que  se 

configure ni la causal de mal desempeño ni la de co misión 

de delito, al tratarse de una decisión adoptada den tro 

del margen de discrecionalidad del juez, no encontr ándose 

probado la existencia de un propósito prefijado de 

perjudicar a una de las partes. 

  6º) Que, de lo actuado cabe concluir que la 

mayoría de los cargos formulados se refieren 

sustancialmente a cuestiones de naturaleza estricta mente 

jurisdiccional-judicial, en un tema tan problemátic o y 

controvertido como la interpretación de las leyes d e 

emergencia dictadas como resultado de situaciones 

extremas de crisis económica y social, enfrentadas a las 

garantías reconocidas y amparadas por la Constituci ón 

Nacional. 

  7º) Que, sin perjuicio de ello, algunas de las 

conductas reprochadas  al juez Rodríguez merecen 

consideración y reproche disciplinario. 

  8º) Que, de la declaración testimonial prestada 

por la Secretaría de Leyes Especiales del Juzgado F ederal 

1, en la causa 598/05, que tramita ante Juzgado Fed eral 2 

de Santa Fe, Silvina  Elena del Jesús Viaut surge q ue el 

juez otorgó un trato preferente a los Dres. Cunto y  Clerc 

ordenando que los escritos que estos presentaban, a un 

cuando el expediente no estuviera a disposición de las 
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partes, debían ser proveídas en el día. Este testim onio 

aparece corroborado por la Prosecretaria Administra tiva 

Nora Burotti y la Empleada Nélida Fernández ambas d e la 

misma Secretaría. 

  Esta consideración preferencial dada por el 

Juez  a favor de los abogados nombrados es causal d e 

sanción en tanto se viola el principio de igualdad de 

trato que a las partes y profesionales  deben brind ar los 

jueces, -artículo 34 inciso 5 apartado “C” del Códi go 

Procesal Civil y Comercial de la Nación-. 

  De igual manera, merece considerarse la reunión 

mantenida con la Dra. Patricia Isasa. Esta manifest ó que 

a mediados del mes de junio de 2006 el Dr. Rodrígue z  la 

cito al café Petit Colón y en dicho encuentro él le  

habría pedido que intercediera para  que no lo acus en al 

mismo tiempo que le manifestaba que si el seguía si endo 

Juez llamaría a declarar a Rolon. Este último es un  

militar acusado de delitos de lesa humanidad y la c ausa 

que lo involucra tramita ante el Juzgado del Dr. 

Rodríguez, proceso en el que la señora Isasa revist e el 

carácter de querellante. 

  El Dr. Rodríguez en su descargo expresó que sus 

palabras fueron mal interpretadas pues el encuentro  fue 

meramente casual y que podía ser que en medio de un a 

charla informal le haya expuesto a su interlocutora  su 

preocupación por la causa que estaba llevando adela nte la 

Comisión de Acusación. El Coronel Rolón al momento de 

dicho encuentro ya se encontraba detenido por orden  suya 

y a la espera de la indagatoria que efectivamente s e le 

tomó en el mes de Julio, antes no se pudo hacer por  su 

estado de salud, ordenando el Juez su procesamiento  por 

los delitos que se le imputaban. 

  Ahora bien y tomando como cierto el descargo 

del juez, no lo exime del reproche sancionatorio qu e 

merece su conducta, pues sin perjuicio de que la re unión 
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se haya llevado a cabo en un lugar público, no resu lta 

adecuado ni prudente que un magistrado se reúna con  una 

persona que inviste la calidad de parte procesal en  una 

causa judicial, a los fines de informar, informarse  o 

tratar cuestiones sometidas a su conocimiento, en u na 

confitería. Dicha actitud, aún cuando no haya impor tado 

desviación alguna de su decisión o afectación de su  

desempeño, no puede menos que merecer un reproche d esde 

el punto de vista del decoro con el cual se debe 

desenvolver un magistrado en su actuación jurisdicc ional. 

  Por esta razón y las dadas en el punto anterior 

cabe considerar que el Juez Rodríguez es merecedor de la 

sanción de apercibimiento, que es la que propongo e n esta 

disidencia. 

  9º) Que, lo dicho es sin perjuicio de las 

actuaciones que en virtud de las denuncias efectuad as por 

los representantes del Ministerio de Economía efect uaron 

ante el Juzgado Federal de Santa Fe Nº 2 (conforme consta 

a fs. 82 de esta causa), pues si de dichas causas 

surgieran responsabilidades penales que pudieran 

involucrar al Dr. Rodríguez por los hechos que se 

investigan, no podría oponerse a dicho hecho el pri ncipio 

del “ne bis in idem” por resolución del Consejo, pu es 

aquí no se ha investigado ni se ha considerado, la 

comisión de una parcialidad dolosa del Juez respect o de 

alguna de las partes.  

 

  Por ello, 

  SE RESUELVE: 

  1º) Aplicar la sanción de apercibimiento al Dr. 

Reinaldo Rubén Rodríguez, titular del Juzgado Feder al  Nº 

1 de Santa Fe, de conformidad con lo establecido en  el 

artículo 14, inc. a), ap. 4, de la ley 24.937 y sus  

modificatorias, con la salvedad expuesta en el 

considerando 9º). 
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  2º) Notificar al Dr. Rodríguez y a la Cámara 

Federal de Apelaciones de Rosario. 

  3º) Hacer saber a la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación el contenido de la presente resolución . 

  Regístrese y hágase saber. 

  Firmado por ante mí, que doy fe. 

 

Fdo.: Luis María Bunge Campos (en disidencia)- Luis  María 

Cabral – Diana Conti – Nicolás Fernández – Miguel A ngel 

Gálvez – María Laura Leguizamón – Marcela Losardo –  Pablo 

Mosca – Santiago Montaña – Federico Storani (en 

disidencia)- Pablo Hirschmann (Secretario General).     

 

  


